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Pereira, tres de octubre de dos mil diecisiete
Acta N°        de 3 de octubre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela iniciada por el señor EULISES DE JESÚS ARANGO MARIN contra LA NACIÓN – FUERZAS MILITARES, EJERCITO NACIONAL –DISTRITO MILITAR No 22, con el fin de que le sea protegidos sus derechos fundamentales al debido proceso, al trabajo y a la educación, al mínimo vital y de petición.
ANTECEDENTES

Informa el señor Eulises de Jesús Arango Marín que en el año 2005, con el fin de definir su situación militar, se incorporó a las filas del Ejército Nacional, quedando asignado al Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, Unidad Militar en la que estuvo acuartelado por espacio de 20 días; que al cabo de ese término decidió retirarse de la institución, motivo por el cual fue judicializado por el delito de desertor, trámite que se encuentra definido, pues al año de estos acontecimientos fue capturado.

Refiere que en la actualidad, acreditado como bachiller ha buscado obtener la libreta militar; sin embargo en el sistema del Ejército Nacional aún se registra como incorporado ACTIVO, situación que ha impedido definir su situación militar, pese a que ha buscado que le sea expedida la orden de desacuartelamiento por parte del Comandante de la Unidad Militar, sin embargo no ha logrado que lo atiendan; que  en virtud a esta situación elevó derecho de petición ante el Distrito Militar No 22, buscando solución a su problema, sin obtener resultado alguno.

Es por lo anterior que acude a la presente acción constitucional como mecanismo transitorio, con el fin de que le sean amparados sus derechoS fundamentales al trabajo, a la educación, al mínimo vital, de petición y al debido proceso, pues estima que los mecanismo ordinarios no resulta idóneos y eficaces en la medida en que no existe voluntad de la accionada para solucionar los inconvenientes que impiden que le sea definida su situación militar.

Aspira entonces que por este medio se ordene al Distrito Militar No 22 expedir la libreta militar, sin ninguna exigencia económica, pues se encuentra inscrito en el SISBEN 2, por lo tanto está exento de cancelar LA preparación del citado instrumento, así como las multas que eventualmente se le impongan por el hecho de no haber definido oportunamente su situación militar.
TRÁMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la demanda de tutela en esta Sede y de corrido el traslado para que se diera respuesta a la acción, el Distrito Militar optó por el silencio. 

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Se encuentra el Personero Municipal facultado para impetrar acciones de tutela en representación de los ciudadanos?

b. ¿Con la dilación para definir la situación militar del actor se están vulnerado los derechos fundamentales que alega como vulnerados, por parte del Distrito Militar No 22?

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. DE LA AGENCIA OFICIOSA DEL PERSONERO MUNICIPAL.

Dispone el artículo 46 del Decreto 2591 de 1991, que el Defensor del Pueblo puede, “sin perjuicio del derecho que le asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión”
La Corte Constitucional, en sentencia T-119-12 frente al tema expuso lo siguiente:

“En concordancia con lo anterior, es claro que los Personeros Municipales en atención a sus funciones constitucionales y legales de guarda y promoción de los derechos fundamentales, están legitimados para presentar acciones de tutela. 

Es esta medida, si se percatan de la amenaza o violación de derechos fundamentales de una persona o de una comunidad, podrán interponer la acción en nombre del ciudadano que se lo solicite o  de aquellas personas que se encuentren en situación de desamparo o indefensión.  

2. DEFINICIÓN DE LA SITUACIÓN MILITAR Y EL DEBIDO PROCESO.

El Ejército Nacional de Colombia, como institución adscrita a la rama ejecutiva del poder público, no es un ente ajeno a las reglas que gobiernan el principio procedimental del debido proceso, por cuanto el Art. 29 superior, ha dispuesto su aplicación tanto al interior de las actuaciones judiciales como en las de carácter administrativo.

Sobre esos procedimientos administrativos que lleva a cabo el Ejército Nacional, en el desempeño de las funciones públicas que le han sido atribuidas en virtud de la Ley y la Constitución Política, ha expresado la honorable Corte Constitucional
:

“…que el Ejército Nacional es una institución que hace parte de la Rama Ejecutiva del poder público, así que en cada una de sus actuaciones, incluidas aquellas que se relacionan con la definición de situación militar, debe mostrar absoluto respeto por el derecho al debido proceso y ceñirse a lo previsto por el artículo 209 de la Carta Política en lo atinente al ejercicio de la función pública”      

Ello así significa, que dicha institución oficial, está sometida al imperativo constitucional, de propiciar escenarios procedimentales con fundamento en los cuales, el usuario de sus servicios, ejercite una justa participación en la resolución de sus peticiones, ofreciéndole los mecanismos para que pueda eficaz y oportunamente ejercitar su derecho de defensa y contradicción, a través de un conjunto de etapas o fases, cuya secuencia lógica y ordenada permitirá llegar a una decisión jurídicamente válida y justa, que siendo adecuadamente comunicada, se pronuncie sobre el objeto del trámite.  

Como función conferida al Ejército Nacional, en su calidad de institución protectora de uno de los bienes constitucionales que erigen la esencia de nuestro Estado Social de Derecho, como es la seguridad nacional tanto interna como externa, se tiene la definición de la situación militar de todo ciudadano varón colombiano. 

La aludida función se encontraba regulada por la ley 48 de 1993 hasta el pasado 4 de agosto cuando empezó a regir la Ley 1861 de 2017, que reglamentó el servicio de Reclutamiento y Movilización y de cuyo contenido se puede observar, que como causal de desacuartelamiento se encuentra configurada en el literal g del artículo 71º la ausencia injustificada del servicio “en los términos previstos en el Código Penal Militar para el delito de deserción”.

Seguidamente, establece el artículo 72 que para los ciudadanos desacuertelados de acuerdo con el artículo 70 ibídem, que haya prestado el Servicio Militar Obligatorio por más de la mitad del tiempo establecido legalmente se expedirá la tarjeta como Reservista de Primera clase.
También dispone la citada norma que “Se exceptúan los desacuartelados por los literales a), d), e), g) y h) del artículo 71, quienes serán Reservistas de Segunda Clase y pagarán la mínima cuota de compensación militar establecida en el artículo 27 de la presente Ley o la Ley que se encuentre vigente al momento de su terminación anticipada del Servicio militar obligatorio”.

Este es entonces el trámite regular al que deben someterse tanto la autoridad de reclutamiento como el ciudadano que pretende definir su situación militar, cuyo resultado refleja dos posibilidades diferentes para la obtención de la tarjeta de reservista de primera o de segunda clase.

4. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

(…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

4. CASO EN CONCRETO

Legitimado como se encuentra el personero municipal de la Celia para impetrar la presente acción en nombre del ciudadano John Fredy Montes Velásquez, solicita aquel a nombre de su agenciado la expedición y entrega de la libreta militar exonerándole del pago de la libreta militar y eximiéndolo de cualquier multa que se le haya impuesto por cuenta de la tardanza en la definición de su situación militar.

Asevera el accionante, que ante la Dependencia castrense accionada, con sede en esta ciudad, ha solicitado la expedición de su libreta militar, pero el estado –INCORPORADO- que refleja la definición de su situación militar en el sistema de la Jefatura de Reclutamiento, ha impedido continuar con el proceso por lo que elevó derecho de petición ante la misma entidad, pero a la fecha no ha obtenido decisión de fondo.

Lo primero que debe indicarse es que efectivamente el actor figura en la página web de la dependencia encargada como –incorporado- en el año 2005, situación que no resulta cercana a la realidad, pues es claro que el actor se ausentó injustificadamente del lugar de concentración, hecho por el cual fue capturado por el delito de deserción, situación que se encuentra normalizada en la actualidad, conforme informa en el libelo inicial y la accionada no discutió, pues no dio respuesta a la acción.

De acuerdo con lo expuesto imposible le resulta al actor definir su situación militar si en el sistema aparece todavía acuartelado y menos aún acudir a una jornada especial de “Amnistía” si esa anotación le impide continuar con el trámite correspondiente y en ese entendido, tal irregularidad resulta vulneratoria del debido proceso, en el sentido que una vez le fue imputado el delito de deserción, debió presentarse la novedad en el sistema, así como también actualizarse una vez el señor Arango Marín normalizó su situación.

Igualmente, se advierte también que el actor, a través del personero del municipio de la Celia elevó derecho de petición ante el Distrito Militar No 22 sin que a la fecha haya obtenido respuesta, situación que también torna evidente la afectación del derecho de petición.

Así las cosas, se tutelará el debido proceso y el derecho de petición de los cuales es titular el señor EULISES DE JESÚS ARANGO MARIN y como consecuencia se ordenará al Capitán Fabián Bernardo Forero Rey, Comandante del Distrito Militar No 22 que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación que se le haga de la presente decisión, proceda a realizar las actuaciones a su cargo para que sea actualizado en el sistema el estado de definición de la situación militar del actor, así como a dar respuesta de fondo a la petición elevada por éste el día 22 de agosto de 2017, informando de manera clara y precisa el proceso que debe adelantar para finalizar el trámite tendiente a obtener la libreta militar.
No se atenderá la solicitud relacionada con la orden inmediata de expedición de dicho documento sin cancelar suma alguna, dado que la acción de tutela no fue concebida para suplir los trámites administrativos, ni para remediar la inactividad del actor que bien pudo definir su situación militar en el año 2005.

Además, respecto a la petición de orden de expedición de la libreta militar por esta vía de tutela, es del caso precisar que han transcurrido 12 años desde que fue incorporado y sólo hasta ahora impetra la acción constitucional buscando solución de la irregularidad que aquí se advirtió, sin justificar el porqué de su tardanza, lo cual impide considerar la existencia de un perjuicio irremediable y la configuración de la inmediatez como requisitos de procedibilidad para validar la intervención, así sea de manera transitoria, del juez constitucional.  

Tampoco se detendrá la Sala a determinar si el actor está exento de pagar suma alguna a título cuota de compensación militar, pues la ley 1861 de 2007, establece con claridad que suma deben cancelar los desertores, para obtener la tarjeta de reservista de segunda clase.  Respecto a las multas que eventualmente hayan sido impuestas, se observa que en la actual disposición éstas sólo están previstas para los remisos.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición y al debido proceso vulnerado por las FUERZAS MILITARES- EJERCITO NACIONAL - DISTRITO MILITAR No. 22 al señor EULISES DE JESÚS ARANGO MARIN.

SEGUNDO: ORDENAR a las FUERZAS MILITARES- EJERCITO NACIONAL - DISTRITO MILITAR No. 22,  a través de su Comandante, Capitán Fabián Bernardo Forero Rey que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación que se le haga de la presente decisión, proceda a realizar las actuaciones a su cargo para que sea actualizado en el sistema el estado de definición de la situación militar del señor EULISES DE JESÚS ARANGO MARIN, así como a dar respuesta de fondo a la petición elevada por éste el día 22 de agosto de 2017, informando de manera clara y precisa el proceso que debe adelantar para obtener la libreta militar.

TERCERO: NOTIFICAR  a las partes por medio más expedito.
CUARTO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional, para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión, Sentencia T-388 del 21 de mayo de 2010, M.P. Luís Ernesto Vargas Silva
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